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No. 0002 
 

EL MINISTRO DE ECONOMÍA  
Y FINANZAS 

 
Considerando: 

 
Que la Constitución de la República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008, en su 

artículo 154 dispone que las Ministras y Ministros de Estado además de las atribuciones establecidas en la Ley, les corresponde 

ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera 

su gestión; 
 
Que el artículo 82 del Código Orgánico Administrativo, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio 

de 2017, vigente desde el 07 de julio de 2018, dispone: “Las competencias de un órgano administrativo pueden ser ejercidas por 

el jerárquico inferior en caso de ausencia del jerárquico superior (…)”; 
 
Que el segundo inciso del artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva dispone: “Los Ministros 

de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y deberes al funcionario inferior jerárquico de sus 

respectivos Ministerios, cuando se ausenten de comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las 

delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de las funciones, 

atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el funcionario delegado"; 
 
Que la Ley Orgánica del Servicio Público, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 

2010, en su artículo 126 dispone que cuando por disposición de la Ley o por orden escrita de autoridad competente, la servidora 

o el servidor deba subrogar en el ejercicio de un puesto del nivel jerárquico superior, cuyo titular se encuentre legalmente 

ausente, recibirá la diferencia de la remuneración mensual unificada que corresponda al subrogado, durante el tiempo que dure el 

reemplazo, a partir de la fecha de la subrogación, sin perjuicio del derecho del titular; 
 
Que el artículo 270 del Reglamento General a la invocada Ley Orgánica, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 

418 de 1 de abril de 2011, dispone que la subrogación procederá de conformidad al anotado artículo 126, considerando que la o 

él servidor subrogante tendrá derecho a percibir la diferencia que exista entre la remuneración mensual unificada de su puesto y 

la del puesto subrogado, incluyendo estos los puestos que dependan administrativamente de la misma institución; 
 
Que el señor Ministro de Economía y Finanzas se trasladará a la República Popular China, para cumplir con una agenda oficial, 

por lo que corresponde que el magíster Fabián Aníbal Carrillo Jaramillo, Viceministro de Finanzas, subrogue las funciones de 

Ministro de Economía y Finanzas desde las 17h30 horas del sábado 04 de enero de 2020, hasta las 16h15 del viernes 10 de enero 

de 2020; y, 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función 

Ejecutiva, 82 del Código Orgánico Administrativo, 126 de la Ley Orgánica del Servicio Público y 270 del Reglamento General a la 

invocada Ley; 
 

Acuerda: 
 
Artículo único.- El magíster Fabián Aníbal Carrillo Jaramillo, Viceministro de Finanzas, subrogará las funciones de Ministro de 

Economía y Finanzas desde las 17h30 horas del sábado 04 de enero de 2020, hasta las 16h15 del viernes 10 de enero de 2020. 
 
Disposición única.- El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 

publicación en el Registro Oficial. 
 
Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 03 de enero de 2020. 
 
f.) Econ. Richard Martínez Alvarado, Ministro de Economía y Finanzas. 
 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.-Certifico fiel copia del documento original que reposa en la Dirección de 



Certificación y Documentación.- Fecha: 06 de enero de 2020.- f.) Director de Certificación y Documentación, Ministerio de 

Economía y Finanzas.-(1 foja). 
 
 
 
 
 
 

 
No. 0005 

 
EL MINISTRO DE ECONOMÍA  

Y FINANZAS (S) 
 

Considerando: 
 
Que la Constitución de la República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008, en su artículo 154 

dispone que a las Ministras y Ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la Ley, les corresponde ejercer la rectoría 

de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión; 
 
Que el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, publicado el 22 de octubre de 2010, en el Segundo Suplemento 

del Registro Oficial No. 306, en su artículo 75 dispone que, él o la Ministro (a) a cargo de las finanzas públicas, podrá delegar 

por escrito las facultades que estime conveniente hacerlo; 
 
Que el Código Orgánico Administrativo en el artículo 69 dispone: “Delegación de competencias. Los óganos 
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administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la 

misma administración pública, jerárquicamente dependientes”; 
 
Que el artículo 158 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria creó la Corporación Nacional de Finanzas Populares y 

Solidarias, como una entidad financiera de derecho público, dotada de personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía 

administrativa, técnica y financiera, con jurisdicción nacional; 
 
Que el artículo 162 de la Ley ibídem establece que el Directorio de la institución estará integrado por a) Un representante por 

cada uno de los ministerios de Estado responsables de la coordinación de la política económica, de la producción y de desarrollo 

social; b) Un representante del ministerio de Estado responsable de las finanzas; y, c) Un representante del ministerio de Estado 

responsable de la inclusión económica y social; 
 
Que con Decreto Ejecutivo No. 7 de 24 de mayo de 2017, se fusionó el Ministerio de Coordinación de Política Económica con el 

Ministerio de Finanzas, modificándose su denominación a Ministerio de Economía y Finanzas, disponiéndose que las partidas 

presupuestarias y todos los bienes muebles e inmuebles, activos y pasivos; así como también los derechos y obligaciones 

constantes en convenios, contratos u otros instrumentos jurídicos nacionales o internacionales que le correspondían al Ministerio 

Coordinador de Política Económica pasen a formar parte del Ministerio de Economía y Finanzas; 
 
Que por disposición del Despacho Ministerial, se ha requerido el acuerdo de delegación respectivo para que la economista María Belén 

Loor Iturralde, Subsecretaria de Planificación y Política Sectorial e Intersectorial, asista como delegada en representación de esta 

Cartera de Estado, en las sesiones ante el Directorio de la Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias CONAFIPS; y; 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 154 de la Constitución de la República del Ecuador, 75 del Código 

Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas y 69 del Código Orgánico Administrativo, 
 

Acuerda: 
 
Artículo 1.- Delegar a la economista María Belén Loor Iturralde, Subsecretaria de Planificación y Política Sectorial e 

Intersectorial de esta Cartera de Estado, como delegada del Ministerio de Economía y Finanzas ante el Directorio de la 

Corporación Nacional de Finanzas Populares y Solidarias, CONAFIPS. 
 
Artículo 2.- La delegada queda facultada a suscribir todos los documentos, participar en las diligencias, intervenir, votar y tomar 

las decisiones que crea pertinentes, siempre en beneficio de los intereses del Estado, para el cabal cumplimiento de esta 

delegación, respondiendo directamente de los actos realizados en ejercicio de la misma. 
 
Artículo 3.- Derogar todo acto administrativo de igual o menor jerarquía que se oponga a la presente delegación. 
 
Disposición única. - El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 



publicación en el Registro Oficial. 
 
Dado, en el Distrito Metropolitano de la ciudad de San Francisco de Quito, a 07 de enero de 2020. 
 
f.) Mgs. Fabián Carrillo Jaramillo, Ministro de Economía y Finanzas (S). 
 
MINISTERIO  DE  ECONOMÍA  Y  FINANZAS.-  
Certifico fiel copia del documento original que reposa en la Dirección de Certificación y Documentación. Fecha: 11 de enero de 

2020. f.) Director de Certificación y Documentación, Ministerio de Economía y Finanzas.- (1 foja). 
 
 
 
 
 

 
No. 0006 

 
EL MINISTRO DE ECONOMÍA  
Y FINANZAS SUBROGANTE 

 
Considerando: 

 
Que la Constitución de la República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 de octubre de 2008, en su artículo 154 

dispone que a las Ministras y Ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la Ley, les corresponde “Ejercer la 

rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiere su gestión”; 
 
Que el artículo 71 del Código Orgánico de Planificación 
y Finanzas  Públicas, publicado  el  22 de octubre de 
2010 en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 306 determina: “La rectoría del SINFIP corresponde a la Presidenta o 

Presidente de la República, quien la ejercerá a través del Ministerio a cargo de las finanzas públicas, que será el ente rector del 

SINFIP”; 
 
Que el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, en su artículo 75 dispone: “La Ministra (o) a cargo de las 

finanzas públicas podrá delegar por escrito las facultades que estime conveniente hacerlo (...)”; 
 
Que el artículo 82 del Código Orgánico Administrativo, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio 

de 2017, vigente desde el 07 de julio de 2018, dispone: “Las competencias de un órgano administrativo pueden ser ejercidas 

por el jerárquico inferior en caso de ausencia del jerárquico superior (...)”; 
 
Que el artículo 72, numeral 2, del Código Orgánico Administrativo, establece: “Art. 72.- Prohibición de 
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delegación. No pueden ser objeto de delegación (...) 2. Las competencias que, a su vez se ejerzan por delegación, salvo 

autorización expresa del órgano titular de la competencia (...)”; 
 
Que el segundo inciso del artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva dispone: “Los 

Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y deberes al funcionario inferior 

jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, 

siempre y cuando las delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de las 

funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el funcionario delgado”; 
 
Que   el  primer  inciso  del  artículo  19  de  la Ley de 
Hidrocarburos manifiesta: “La   adjudicación de los 
contratos a los que se refieren los artículos 1, 2 y 3 de esta Ley la efectuará el Ministerio Sectorial mediante licitación, con 

excepción de los que se realicen con empresas estatales o subsidiarias de estas, con países que integran la comunidad 

internacional, con empresas mixtas en las cuales el Estado tenga mayoría accionaria y los de obras o servicios específicos. 

Para las adjudicaciones, el Ministerio Sectorial conformará un Comité de Licitaciones que se integrará y funcionará de 

conformidad con el Reglamento”; 
 
Que el artículo 40 del Reglamento a las Reformas a la Ley de Hidrocarburos dispone: el Comité de Licitación Hidrocarburífera 

(COLH), estará integrado por el titular del Ministerio de Energía y Recursos Naturales no Renovables, o su delegado, quien lo 

presidirá; el titular del Ministerio de Economía y Finanzas o su delegado; y, el funcionario responsable de la articulación del 

Consejo Sectorial de Infraestructura, o su delegado; 
 
Que el artículo 12 del Instructivo para el Funcionamiento del Comité de Licitación Hidrocarburífera (COLH) manifiesta: “Los 

miembros titulares del COLH mediante acto administrativo motivado, podrán delegar su representación únicamente al 



funcionario de inmediata jerarquía inferior, los delegados no podrán a su vez delegar su representación”; 
 
En ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 154 de la Constitución de la República del Ecuador, 75 del Código 

Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, y 69 del Código Orgánico Administrativo. 
 

Acuerda: 
 
Art. 1.- Delegar al Viceministro de Finanzas, como delegado ante el Comité de Licitación Hidrocarburífera (COLH). 
 
Art. 2.- El delegado queda facultado para suscribir todos los documentos, participar en las diligencias, intervenir, votar, tomar 

las decisiones que crea pertinentes, en beneficio de los intereses estatales, con el fin de cumplir a cabalidad con la presente 

delegación. 
 
Art. 3.- Derogar todo acto administrativo de igual o menor jerarquía que se oponga a la presente delegación. 
 
Disposición general. - El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 

publicación en el Registro Oficial. 
 
Dado, en el Distrito Metropolitano de Quito, a 07 de enero de 2020. 
 
f.) Mgs. Fabián Carrillo Jaramillo, Ministro de Economía y Finanzas (S). 
 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.-Certi fico fiel copia del documento original que reposa en la Dirección de 

Certificación y Documentación.- Fecha: 06 de enero de 2020.- f.) Director de Certificación y Documentación, Ministerio de 

Economía y Finanzas.-(1 foja). 
 
 
 
 
 
 
 

No. 0180 
 

María Paula Romo Rodríguez  
MINISTRA DE GOBIERNO 

 
Considerando: 

 
Que el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que a las ministras y ministros de Estado, además de 

las atribuciones establecidas en la Ley, les corresponde: “Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y 

expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión”; 
 
Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Las instituciones del Estado, sus organismos, 

dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 

solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar 

acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
 
Que el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración pública constituye un servicio 

a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 

coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”. 
 
Que el artículo 163 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “La Policía Nacional es una institución estatal de 

carácter civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional y altamente especializada, cuya misión es atender la seguridad 

ciudadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio 

nacional”; 
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Que el artículo 64 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, señala que el titular del 

ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público tendrá entre otras, las siguientes funciones: 

“(...)Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial de la Policía Nacional (...)” 
 
Que el artículo 69 del Código Orgánico Administrativo manifiesta que: “Delegación de competencias. Los órganos 

administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la 

misma administración pública, jerárquicamente dependientes. (...) 4. Los titulares de otros órganos dependientes para la firma 

de sus actos administrativos (...)”; 
 



Que el artículo 71 de la prenombrada norma, manifiesta:  
“Son efectos de la delegación:// 1. Las decisiones delegadas se consideran adoptadas por el delegante.; 2. La responsabilidad 

por las decisiones adoptadas por el delegado o el delegante, según corresponda”; 
 
Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 495 de 31 de agosto de 2018, publicado en el Registro Oficial Suplemento Nro. 327 de 14 

de septiembre de 2018, el Presidente de la República del Ecuador, nombra como titular del Ministerio del Interior a María Paula 

Romo Rodríguez; 
 
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 718 de 11 de abril de 2019, publicado en el registro oficial suplemento No. 483 de 08 de 

mayo de 2019, se cambió la denominación de Ministerio del Interior a Ministerio de Gobierno; 
 
Que la embajada de Brasil a través de su embajador ha manifestado a esta Cartera de Estado el Interés de la Policía Federal de 

Brasil para suscribir con la Policía Nacional del Ecuador un Instrumento Jurídico que permita que la Policía de Federal de Brasil 

amplié sus actividades en el Ecuador tanto en el ámbito del intercambio de información y capacitación de policías en ambos 

países, acceso a tecnologías para asesoramiento a investigaciones policiales y mejora de técnicas de investigación 
 
En ejercicio de las facultades y atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias. 
 

Acuerda: 
 
Artículo 1.- Delegar al/la Comandante General de la Policía Nacional, la suscripción del Acuerdo de Cooperación 

Interinstitucional entre la Policía Federal de Brasil y la Policía Nacional del Ecuador, cuyo objeto es, mejorar y ampliar la 

cooperación en la prevención y lucha contra la delincuencia organizada transaccional y los delito conexos, económico y 

cibernéticos, así como otras formas de delincuencial de dimensión internacional; así como también en caso excepcional los 

correspondientes instrumentos modificatorios al mismo, una vez que se haya cumplido en todo lo referente lo dispuesto en la 

normativa ecuatoriana que rige las finanzas públicas y gestión de recursos públicos. 
 
Artículo 2.- El/la Comandante General de la Policía Nacional, informará al titular del Ministerio de Gobierno de las acciones 

adoptadas en ejercicio de la presente delegación, siendo penal, civil y administrativamente responsable por actos que realizare o 

las omisiones en la que incurriere en virtud de la misma. 
 
Artículo 3.- El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el 

Registro Oficial; de su ejecución encárguese al Comandante General de la Policía Nacional. 
 
COMUNIQUESE Y PUBLÍQUESE, 
 
Dado en Quito, Distrito Metropolitano de Quito, a 29 de octubre de 2019. 
 
f.) María Paula Romo Rodríguez, Ministra de Gobierno. 
 
MINISTERIO DEL INTERIOR.- Certifico que el presente documento es fiel copia del original que reposa en el archivo de la 

Unidad de Gestión Documental y A. de este Ministerio al cual me remito en caso necesario.- Quito, a 02 de enero de 2020.- f.) 

Ilegible, Secretaría General. 
 
 
 
 
 
 

 
Nro. 0183 

 
María Paula Romo Rodríguez  
MINISTRA DE GOBIERNO 

 
Considerando: 

 
Que el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador determina que: “A las ministras y ministros de Estado, 

además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su 

cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión (...)”; 
 
Que el inciso segundo del artículo 160 de la Constitución de la República del Ecuador señala que: “(...) Los miembros de las Fuerzas 

Armadas y de la Policía Nacional estarán sujetos a las leyes específicas que regulen sus derechos y obligaciones, y su sistema de 

ascensos y promociones con base en méritos y con criterios de equidad de género. Se garantizará su estabilidad y profesionalización 

(...)”; 



 
Que el inciso primero del artículo 163 de la norma suprema consagra que: “La Policía Nacional es una institución estatal de 

carácter civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional y altamente especializada, cuya misión es atender la 

seguridad ciudadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del 

territorio nacional (...)”; 
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Que el artículo 226, de la norma superior que consagra el principio de legalidad dispone que “las instituciones del Estado, sus 

organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 

ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de 

coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 

Constitución”; 

 
Que el artículo 59 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, publicado en el Registro 

Oficial Suplemento No. 19 de 21 de junio de 2017, expresa que: “La Policía Nacional es una institución estatal de carácter 

civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional, altamente especializada, uniformada, obediente y no deliberante; 

regida sobre la base de méritos y criterios de igualdad y no discriminación. Estará integrada por servidoras y servidores 

policiales (...)”; 

 
Que el artículo 63 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, determina que: “Al 

ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público le corresponde dirigir las políticas, 

planificación, regulación, gestión y control de la Policía Nacional”; 

 
Que el artículo 64 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, señala que: “El titular del 

ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público tendrá las siguientes funciones: (...) 4. Ejercer 

la representación legal, judicial y extrajudicial de la Policía Nacional (...)”; 

 
Que el artículo 91 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, determina que: “La carrera 

policial constituye un sistema mediante el cual se regula el ingreso, selección, formación, capacitación, ascenso, estabilidad, 

evaluación y permanencia de los servidores o servidoras que lo integran. Se desarrollará en los subsistemas preventivo, 

investigativo y de inteligencia antidelincuencial. La carrera policial constituye una profesión dentro del servicio público”; 

 
Que el artículo 92 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, señala que: “Los ascensos se 

conferirán grado por grado. Los grados de generales serán otorgados mediante decreto ejecutivo. Los grados de coronel, 

teniente coronel y mayor, serán otorgados mediante acuerdos expedidos por el ministerio rector de la seguridad ciudadana, 

protección interna y orden público. Todos los demás grados de servidoras o servidores policiales directivos y policiales técnicos 

operativos serán conferidos a través de resolución del Comandante General de la Policía Nacional, previo al cumplimiento de 

los requisitos establecidos en este Código. El ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección 

 
interna y orden público, a través del órgano competente previo informe del Consejo de Generales, sustanciará y calificará el 

otorgamiento de los grados de generales, coroneles, tenientes coroneles y mayores. Para los demás grados el proceso de 

ascenso lo sustanciará y calificará el Consejo de Generales con el apoyo de los componentes correspondientes de la Policía 

Nacional (...). Los ascensos del personal policial se realizarán en todos los casos el 2 de marzo de cada año, salvo razones de 

fuerza mayor o caso fortuito debidamente justificado”; 

 
Que el artículo 94 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, señala que: 
“El ascenso de las y los servidores policiales se realizará con base a la correspondiente vacante orgánica y previo 

cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. Encontrarse en servicio activo; 2. Acreditar el puntaje mínimo en la evaluación de 

desempeño en el grado que ocupa, servicio en componentes y años de permanencia. La valoración de este requisito se realizará 

en cada grado; 3. Haber sido declarada o declarado apto para el servicio, de acuerdo a la ficha médica, psicológica, 

académica, física y, cuando sea necesario, pruebas técnicas de confianza en consideración del perfil de riesgo del grado; 4. 

Haber aprobado las capacitaciones o especializaciones para su nivel de gestión y grado jerárquico, de conformidad a lo 

establecido en el Reglamento: 5. Presentar la declaración juramentada de sus bienes; 6. No haber sido sancionado o 

sancionada por faltas muy graves o en dos ocasiones por faltas graves; y, 7. Los demás que se establezcan en el reglamento que 

para el efecto emita el ministerio rector de seguridad ciudadana, protección interna y orden público (...)”; 
 
Que el artículo 95 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público, establece que: “El ministerio 

rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público determinará anualmente el orgánico numérico de 

personal que la institución requiere para cada uno de los grados policiales, tomando en cuenta lo previsto en el reglamento y 

planificación que emitirá con relación a los niveles de gestión y cargos. El ascenso procederá cuando exista la correspondiente 

vacante orgánica. De forma excepcional, por necesidades institucionales de servicio y de forma justificada, se admitirá una 



mayor cantidad en el número de ascensos (...)”; 
 
Que el artículo 219 del Código Orgánico Administrativo, expresa que: “(...) El acto expedido por la máxima autoridad 

administrativa, solo puede ser impugnado en vía judicial (...)”; 
 
Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 495 de 31 de agosto de 2018, publicado en el Registro Oficial No. 327 de 14 de 

septiembre del 2018, artículo segundo, el Licenciado Lenín Moreno Garcés, Presidente Constitucional de la República del 

Ecuador, designa a María Paula Romo Rodríguez como Ministra del Interior; 
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Que mediante Decreto Ejecutivo No. 718 de 11 de abril de 2019 el Presidente de la República del Ecuador en su artículo 5 

decreta: “Una vez concluido el proceso de traspaso de atribuciones dispuesto en el presente Decreto, transfórmese al Ministerio 

del interior en “Ministerio de Gobierno”, como entidad de derecho público, con responsabilidad jurídica, dotada de autonomía 

administrativa y financiera, y el titular del Ministerio del Interior pasará a ser titular del Ministerio de Gobierno”; 

 
Que mediante Resolución No. 2016-1418-CS-PN, de 22 de julio de 2016, el H. Consejo Superior, resuelve: 
“1.- RECONSIDERAR el contenido de la resolución No. 2016-1106-CS-PN, de fecha 07 de junio de 2016, en tal virtud 

ACEPTAR la solicitud formulada por el señor Capitán de Policía (A) Ing. ESTIVIN EFRAÍN CARRERA BONIFAZ, y postergar 

el proceso de calificación para asistir al Curso de Ascenso de Capitán a Mayor de Policía de Administración periodo 2016-

2017 al cual estaba considerado, por situación de fuerza mayor; conforme lo establece el Art. 87 de la Ley de Personal de la 

Policía Nacional, en concordancia con el Art.  
. 69, literal a) y el Art. 70 del Reglamento Interno de la Escuela de Especialización y Perfeccionamiento de Oficiales 

Subalternos de Línea y de servicios de la Policía Nacional; en tal virtud se EXCLUYE al señor Oficial de la nómina de 

postulantes para asistir al proceso de calificación al Curso de ascenso de Capitán a Mayor de Policía de Administración 

periodo 2016-2017. 3.- DISPONER al señor Director General de Personal de la Policía Nacional, en coordinación con el Área 

Legal de dicha Dirección tome en consideración al señor Capitán de Policía (A) Ing. ESTIVIN EFRAÍN CARRERA BONIFAZ, 

para el proceso de postulación para asistir al Curso de Ascenso de Capitán a Mayor de Policía de Administración PERIODO 

2017-2018, en razón de haber aceptado su excusa por situación de fuerza mayor; 
 
Que mediante Resolución No. 2017-0586-CS-PN, de 21 de junio del 2017, el H. Consejo Superior, resuelve: “1.-DECLARAR 

CURSANTES para la realización del Curso de Ascenso, periodo 2017-2018, a los señores Oficiales Subalternos de Línea y de 

Servicios de la Policía Nacional; quienes de acuerdo al Cuadro de Calificaciones, remitidos por la Escuela de Especialización 

y Perfeccionamiento de Oficiales Subalternos de la Policía Nacional, se encuentran APTOS, al haber cumplido con todos los 

requisitos señalados en el Art. 61, del Reglamento Interno de la Escuela de Especialización de Oficiales Subalternos de la 

Policía Nacional, siendo estos los siguientes: 
 
 

CAPITAN DE LA QUINTA PROMOCIÓN DE OFI-CIALES DE ADMINISTRACIÓN (REZAGADO) 
 

4 CPTN CARRERA BONIFAZ ESTIVIN EFRAIN 
   

 
Que mediante Resolución No. 2018-0218-CS-PN, de 16 de octubre de 2018, el H. Consejo Superior, resuelve: “1.- APROBAR el 

Cuadro de Calificaciones, Conducta y Promedio Final, remitido por la Escuela de Especialización y Perfeccionamiento de 

Oficiales de la Policía Nacional del señor Capitán de Policía de Servicio de Administración ESTIVIN EFRAIN CARRERA 

BONIFAZ, y consecuentemente INICIAR el proceso de calificación para el ascenso al inmediato grado superior del señor 

Oficial, perteneciente a la Quinta Promoción de Oficiales de Administración, en razón de haber culminado el Curso de Ascenso 

al inmediato grado superior periodo académico 2017-2018 en la Escuela de Especialización y Perfeccionamiento de Oficiales 

de la Policía Nacional. 2.- DISPONER a la Dirección General de Personal de la Policía Nacional, remita el Formulario de 

Recopilación de Datos Preliminar del señor Capitán de Policía de Servicio de Administración ESTIVIN EFRAIN CARRERA 

BONIFAZ, a fin de continuar con el proceso de ascenso al inmediato grado superior”; 

 
Que mediante Resolución Nro. 2019-0203-CS-PN de 28 de mayo de 2019, el H. Consejo Superior de la Policía Nacional, 

resuelve: “1.- APROBAR el contenido de los Formularios de Recopilación de Datos Definitivos del señor Capitán de Policía 

de Servicio de Administración  
ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, perteneciente a la Quinta Promoción de Oficiales de Administración, remitido por la 

Dirección General de Personal de la Policía Nacional, de conformidad con lo establecido a los Arts. 20, 21 y 22 del Reglamento de 

Ascenso de los Oficiales de la Policía Nacional, a fin de continuar con el proceso de ascenso previo a la calificación de nota de 

concepto; 2. REMITIR a la Dirección General de Personal de la Policía Nacional, la Nota de Calificación de Concepto del señor 

Capitán de Policía de Servicio de Administración  
ESTIVIN  EFRAIN  CARRERA  BONIFAZ,  con  la  



finalidad de que el Área Legal y el Departamento de Sistemas Informáticos de dicha Dirección ingresen al sistema matemático, 

realicen el computo de promedio y obtengan la clasificación de acuerdo a la nota de 19.30; 3.- DISPONER a la Dirección 

General de Personal de la Policía Nacional, remita la Clasificación, Antigüedad del señor Capitán de Policía de Servicio de 

Administración  
ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, perteneciente a la Quinta Promoción de Oficiales de Administración, en el término 

de un día, a fin de proceder con el trámite legal correspondiente”; 

 
Con fecha 30 de mayo de 2019, el Director General de Personal de la Policía Nacional, remite el Oficio Nro. 2019-0471-DSI-DGP-PN, 

para conocimiento, verificación y trámite pertinente del H. Consejo Superior de la Policía Nacional, el formulario de calificación de 

ascenso individual y el listado de clasificación dentro de su promoción, del Capitán de Policía de Servicio de Administración 
ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, quien de acuerdo al cómputo final se ha ubicado dentro de su promoción de la 

siguiente manera: 
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Antig. Promoción Grado Nombres / Apellidos Nota de Ascenso Lista 
      

19 5 CPTN CARRERA BONIFAZ ESTIVIN EFRAIN 19.16745 1 
      

 
Que mediante Resolución Nro. 2019-0217-CS-PN de 14 de junio de 2019, el H. Consejo Superior de la Policía Nacional, 

resuelve: “1.- CALIFICAR idóneo para el ascenso al grado inmediato superior al señor Capitán de Policía de Administración 

ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, perteneciente a la Quinta Promoción de Oficiales de Administración, por haber 

cumplido con lo establecido en el Art. 94 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadano y Orden Público, con 

la Antigüedad 19 dentro de su promoción, en tal virtud SOLICITAR al señor Comandante General de la Policía Nacional, 

alcance de la señora Ministra del Interior el correspondiente Acuerdo Ministerial, mediante la y con fecha 2 de marzo del 

2018, sea ascendido al grado de Mayor de Policía de Servicios al señor Capitán de Policía de Administración ESTIVIN 

EFRAIN CARRERA BONIFAZ y reubicado en la antigüedad que le corresponde acorde a los que determina los Arts. 92 y 95 

del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadano y Orden Público (...); 
 
Que con oficio No. 2019-0340-DGP-ED, de 20 de mayo de 2019, el señor Director General de Personal de la Policía Nacional, 

remite el Informe No. 2019-200-DGP-ED, referente al cumplimiento de requisitos de ascenso (Art. 94 del COESCOP) 

correspondiente al señor Capitán de Policía ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ; 
 
Visto el oficio No. 2019-1230-DGP-UP, de fecha 12 de septiembre de 2019, mediante el cual el Jefe de la Unidad de 

Planeamiento de la Dirección General de Personal, informa la existencia de la vacante disponible para proceder con el ascenso 

del señor Capitán de Policía 
ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, perteneciente a la Quinta promoción de oficiales de administración (...); 
 
Visto el oficio No. 2019-1931-DNF-PN, de fecha 12 de septiembre de 2019, mediante el cual el Director Nacional Financiero de 

la Policía Nacional, informa sobre la existencia de disponibilidad presupuestaria en el grupo 510000 “Gastos en Personal” para 

cubrir la necesidad institucional de las obligaciones del gasto en personal, para financiar el ascenso al inmediato grado superior 

del Capitán de Policía (A) ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ (...); 
 
Visto el oficio Nro. 2019-440-IGPN-OF-D de 24 de enero del 2019, suscrito por el Coronel de Policía de E.M. Henry Tapia 

Lafuente, Inspector General de la Policía Nacional, Subrogante, en el que anexa la documentación relacionada con el cuadro 

demostrativo sobre procesos investigativos y sumarios administrativos en el que consta el Capitán de Policía (A) ESTIVIN 

EFRAIN CARRERA BONIFAZ no registra procesos investigativos; 
 
Visto el Informe No. 2019-015-CS-PN, de 24 de septiembre de 2019, suscrito por el Secretario de Consejo Superior de 
 
la Policía Nacional, Encargado, el cual en el Acápite IV CONCLUSIONES. - hace mención que lo actuado por el citado 

Consejo, lo ha realizado con plenas competencias conforme lo determina la Disposición Transitoria Novena del COESCOP, 

procediendo a continuar y finalizar el proceso de ascenso al inmediato grado superior al Capitán de Policía (A) ESTIVIN 

EFRAIN CARRERA BONIFAZ, adoptando la Resolución No. 2019-0217-CS-PN de 14 de junio de 2019. 
 
Visto el oficio No. 2019-1098-CS-PN de 04 de junio del 2019, suscrito por el Comandante General de la Policía Nacional 

mediante el cual remite la Resolución Nro. 2019-0217-CS-PN de 14 de junio de 2019, y solicita a la Ministra del Interior se 

emita el correspondiente Acuerdo Ministerial; 
 
Que es necesario resolver lo relacionado con los ascensos que se encontraban en trámite, en cuya razón se ha solicitado documentos que 

se requiere para otorgar el ascenso al inmediato grado superior; en el presente caso tomando en consideración lo señalado en el artículo 

94 numeral 4 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadano y Orden Público, en el que establece como uno de los 

requisitos para el ascenso de los servidores policiales es  
“Haber aprobado las capacitaciones o especializaciones para su nivel de gestión y grado jerárquico, de conformidad a lo 

establecido en el Reglamento”, por lo anteriormente expuesto, se aprecia que con fecha 30 de mayo de 2019, el Director 



General de Personal de la Policía Nacional, remite el Oficio Nro. 2019-0471-DSI-DGP-PN, para conocimiento, verificación y 

trámite pertinente del H. Consejo Superior de la Policía Nacional, el formulario de calificación de ascenso individual y el listado 

de clasificación dentro de su promoción, del Capitán de Policía ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, perteneciente a la 

Quinta Promoción de Oficiales de Servicios de Administración, emitiendo en base a los señalado el H. Consejo Superior, con 

fecha 14 de junio de 2019 la Resolución Nro. 2019-0217-CS-PN, fecha en la cual lo califica idóneo para el ascenso y solicita se 

alcance el correspondiente acuerdo ministerial; apreciándose que el CAPITÁN DE POLICÍA (A) ESTIVIN EFRAIN 

CARRERA BONIFAZ, cumplió con el requisito establecido en el artículo 94 numeral 4 del COESCOP, el 14 de junio de 

2019; 
 
En ejercicio de las facultades y atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias, 
 

Acuerda: 
 
Artículo 1.- Ascender con fecha 14 de junio de 2019, al grado de MAYOR DE POLICIA DE SERVICIOS al señor Capitán 

de Policía de Administración ESTIVIN EFRAIN CARRERA BONIFAZ, perteneciente a la Quinta Promoción de Oficiales de 

Administración, el 
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mismo que se ha ubicado en la ANTIGÜEDAD 19 de clasificación que le corresponde dentro de su promoción, por haber 

cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 94 del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y 

Orden Público. 
 
Artículo 2.- El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su suscripción sin perjuicio de su publicación en la 

Orden General de la Policía Nacional y en el Registro Oficial. De su ejecución encárguese al Comandante General de la Policía 

Nacional. 
 
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. 
 
Dado en Quito, D.M, a 05 de noviembre de 2019. 
 
f.) María Paula Romo Rodríguez, Ministra de Gobierno. 
 
f.) Víctor Hugo Zárate Pérez, Coronal de Policía de E.M., Subsecretario de Policía. 
 
MINISTERIO DEL INTERIOR.- Certifico que el presente documento es fiel copia del original que reposa en el archivo de la 

Unidad de Gestión Documental y A. de este Ministerio al cual me remito en caso necesario.- Quito, a 02 de enero de 2020.- f.) 

Ilegible, Secretaría General. 
 
 
 
 
 
 

 
Nro. 0190 

 
María Paula Romo Rodríguez  
MINISTRA DE GOBIERNO 

 
Considerando: 

 
Que el artículo 163 de la Constitución de la República establece: “...La Policía Nacional es una institución estatal de carácter 

civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional y altamente especializada, cuya misión es atender la seguridad 

ciudadana y el orden público, y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio 

nacional. (...)”; 
 
Que el artículo 225 de la Constitución de la República determina: “...El sector público comprende: 1. Los organismos y 

dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social. 2. Las entidades 

que integran el régimen autónomo descentralizado. 3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el 

ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas 

por el Estado. 4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos descentralizados para la 

prestación de servicios públicos..."; 
 
Que el artículo 226 de la misma norma suprema señala:  



“...Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos (...) ejercerán solamente las 

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 

cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución..."; 
 
Que  artículo  227  de  la  norma  ibídem  establece:  “...  
La administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 

jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación..."; 
 
Que la Asamblea Nacional con fecha 13 de junio de 2017, expidió el Código orgánico de entidades de seguridad ciudadana y 

orden público, el mismo que se encuentra publicado en el Registro oficial No. 19 del 21 de junio de 2017; 
 
Que el artículo 1 del Código Orgánico de las Entidades de seguridad Ciudadana y Orden Público dispone: “...El presente Código 

tiene por objeto regular la organización, funcionamiento institucional, regímenes de carrera profesional y administrativo-

disciplinario del personal de las entidades de seguridad ciudadana y orden público, con fundamento en los derechos, garantías 

y principios establecidos en la Constitución de la República..."; 
 
Que el artículo 60 del referido Código establece que la misión de la Policía Nacional es “...La protección interna, la seguridad 

ciudadana, el mantenimiento del orden público y, dentro del ámbito de su competencia, el apoyo a la administración de justicia 

en el marco del respeto y protección del libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio 

nacional, a través de los subsistemas de prevención, investigación de la infracción e inteligencia antidelincuencial..."; 
 
Que el artículo 63 del Código orgánico de entidades de seguridad ciudadana y orden público, establece: “Rectoría: Al ministerio 

rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden público le corresponde dirigir las políticas, planificación, 

regulación, gestión y control de la Policía Nacional..."; 
 
Que el numeral 4 del artículo 64 ibídem señala entre las funciones de la primera autoridad de la entidad rectora de la seguridad 

ciudadana, protección interna y orden público, como titular del ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y 

orden público: “...4. Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial de la Policía Nacional..."; 
 
Que el artículo 77 del mismo cuerpo legal señala: “...  
Componente de Investigación de la Infracción.- El componente de la investigación de la infracción es la unidad que se encarga 

de coordinar las acciones para 
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la implementación de la política pública y planificación estratégica institucional en el ámbito de la investigación operativa de la 

infracción. Realiza la investigación técnica y científica de la infracción, bajo los lineamientos y la coordinación del Servicio 

Nacional de Investigación, Medicina Legal y Ciencias Forenses. Es responsable del registro, análisis y control de la 

información relacionada con la identificación biométrica y balística a nivel nacional. En el cumplimiento de sus funciones, 

dispondrá de equipos multidisciplinarios conformados por servidoras y servidores policiales especializados en investigación, 

medicina legal y ciencias forenses..."; 
 
Que el artículo 142 ibídem determina: “Entidades Operativas. - En calidad de entidades operativas, el Sistema contará con la 

participación del ente especializado en investigación operativa del ejercicio público de la acción penal de la Policía Nacional y 

con el Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses..."; 
 
Que el artículo 144 de la norma legal antes citada señala:  
“...El Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses es la entidad operativa responsable de la gestión de la 

investigación técnica y científica en materia de medicina legal y ciencias forenses..."; 
 
Que el artículo 146 de la misma norma establece que el Servicio nacional de medicina legal y ciencias forenses: “... Es un 

servicio público de carácter civil, técnico y especializado que tiene a su cargo la investigación técnica y científica de la 

infracción a nivel nacional en materia de medicina legal y ciencias forenses. Prestará apoyo técnico y científico a los órganos 

de la administración de justicia” (...); 
 
Que el artículo 148 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público señala que: 
“...La Directora o el Director General del Servicio es la persona que ejerce la dirección estratégica, organización, 

coordinación y control de la gestión del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en atención a los 

lineamientos y directrices provenientes de los órganos de gobierno, de dirección y de administración del Sistema Especializado 

Integral de Investigación, Medicina Legal y Ciencias Forenses; 
 
Que el numeral 3 del artículo ibídem, señala entre las funciones de la o el Director General del Servicio, el 
“Emitir directrices y lineamientos para el funcionamiento del Servicio"; 
 



Que el artículo 151 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público dispone: “... El Servicio está 

integrado por personal civil y servidoras o servidores policiales especializados en la investigación técnica y científica, en 

materia de medicina legal y ciencias forenses, que, habiendo aprobado los procesos de selección correspondientes, obtienen 

esta calidad, de conformidad con el plan de carrera..."; 

 
Que el artículo 155 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica lo siguiente: 
“...Los roles y cargos se designarán de acuerdo al orgánico institucional previsto para el funcionamiento del Servicio, en 

concordancia con las políticas y directrices de la entidad rectora nacional en materia de trabajo. En el caso del personal 

policial o del personal del resto de entidades previstas en este libro referente al personal y participación complementaria de 

otras entidades, que participen en el Servicio, ejercerán los cargos de los niveles de gestión que corresponda, acorde a su 

especialidad y experiencia, cumpliendo con los protocolos de coordinación que se establezca para el efecto..."; 
 
Que el artículo 52 del Código orgánico administrativo determina: “...Duplicación de competencias. Se prohíbe crear nuevos 

órganos o entidades administrativas que supongan duplicación de otros ya existentes, salvo que en el mismo acto se suprima o 

restrinja la competencia de estos..."; 
 
Que la Disposición General Décima del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público establece que: 

“...Los miembros de la Policía Nacional que por efecto de un traslado, pasen a formar parte de las dependencias a cargo de la 

Secretaria Nacional de Inteligencia o al Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, no suspenderán la 

continuación de su carrera policial (...) estarán sujetos al cumplimiento de las órdenes provenientes de las autoridades de 

dichas instituciones, para los cual (sic) se establecerán los protocolos correspondientes. (...)"; y, 
 
En ejercicio de las facultades constitucionales, legales, reglamentarias y estatutarias. 
 

Acuerda: 
 
Expedir  el  “PROTOCOLO  DE  COORDINACIÓN  
INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL SERVICIO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES Y 

LA DEPENDENCIA DE LA POLICÍA NACIONAL DEL ECUADOR ENCARGADA DE LA INVESTIGACIÓN 

TÉCNICO CIENTÍFICA DE LA INFRACCIÓN” 
 
Artículo 1.- El presente Protocolo Interinstitucional tiene como objeto generar los mecanismos y procedimientos de integración, 

coordinación y articulación entre el Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y la dependencia encargada de la 

investigación técnica científica de la infracción de la Policía Nacional del Ecuador. 
 
Artículo 2.- Por la naturaleza de la labor forense, las y los servidores policiales y civiles que integran el Servicio Nacional de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses, están sujetos a la norma constitucional y a la normativa vigente que en general y de 

manera específica, regulan el accionar de los peritos forenses. 
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Artículo 3.- La o el Director General del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses emitirá los lineamientos 

técnicos con los que va a prestar el servicio pericial de manera coordinada con la o el servidor policial directivo al mando de la 

dependencia técnico científica de la infracción de la Policía Nacional del Ecuador. 
 
Artículo 4.- La o el servidor policial directivo al mando de la dependencia encargada de la investigación técnico científica de la 

infracción de la Policía Nacional del Ecuador, pondrá en conocimiento de la o el Director General del Servicio Nacional de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses, con fines informativos las acciones en materia administrativa, que se han cumplido para 

dar viabilidad y garantía a la prestación del servicio pericial. 
 
Artículo 5.- El Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y la dependencia encargada de la investigación técnico 

científica de la infracción de la Policía Nacional del Ecuador respetarán y cumplirán con lo establecido en la estructura, estatutos 

y normativa interna de cada institución y se encargarán de la prestación oportuna, eficiente y eficaz del servicio forense dentro 

del ámbito de sus respectivas competencias. 
 
Artículo 6.- La o el Director General del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses gestionará y administrará el 

presupuesto asignado al servicio pericial; y con ello se proveerá de los bienes para la prestación adecuada del Servicio Nacional 

de Medicina Legal y Ciencias Forenses y, designará a las o los servidores encargados de la administración de los bienes que 

serán utilizados por la dependencia encargada de la investigación técnico científica de la infracción de la Policía Nacional del 

Ecuador. 
 
Artículo 7.- Las y los servidores policiales de la dependencia encargada de la investigación técnico científica de la infracción de 

la Policía Nacional del Ecuador, podrán ser considerados a participar en la ejecución de los procedimientos de contratación 



pública del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, a través de la emisión de informes de necesidad, 

elaboración de estudios de mercado, especificaciones técnicas o términos de referencia, actuar en calidad de miembros de 

comisiones técnicas o como responsables de la ejecución de la fase precontractual. 
 
Artículo 8.- Las y los servidores policiales que estén cumpliendo las actividades descritas en el artículo anterior, y que por algún 

motivo deban ausentarse temporal o definitivamente de sus funciones, deberán presentar, previo a su salida, el informe de la 

gestión realizada y estado del proceso, a fin de que se tome los recaudos necesarios para el cabal y oportuno cumplimiento del 

mismo. 
 
Artículo 9.- La ejecución, control y supervisión operativa de las y los servidores policiales y civiles que cumplen funciones en 

las unidades técnico científicas, corresponderá al Servicio Nacional de Medicina Legal y 
 
Ciencias Forenses, a través de sus coordinadores técnicos y a la Dependencia policial a través de la o el servidor policial 

directivo al mando de la dependencia encargada de la investigación técnico científica de la infracción y de los responsables de 

las unidades policiales desconcentradas. 

 
Artículo 10.- La o el servidor policial directivo al mando de la Dependencia encargada de la investigación técnico científica de 

la infracción, podrá solicitar a la o el Director General del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, a través de 

un requerimiento formal, motivado y ajustado a las disposiciones, directrices y reformas del ministerio rector de los asuntos del 

trabajo, la viabilidad de contratación del personal civil para la asistencia y apoyo en las actuaciones administrativas y 

actuaciones técnico operativas. 

 
Artículo 11.- Las y los servidores de la Dependencia encargada de la investigación técnico científica de la infracción de la 

Policía Nacional del Ecuador, no serán suspendidos en la continuación de su carrera policial durante el tiempo que presten sus 

servicios periciales en el Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y estarán sujetos al régimen administrativo 

disciplinario establecido en el Libro I del Código Orgánico de las Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público. 

 
Artículo 12.- El Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y la Policía Nacional generarán y articularán los 

procesos sustantivos, que permitan cumplir con la misión y visión de ambas instituciones, mediante la aplicación de las políticas 

y estrategias emitidas por el ente rector en el marco de sus competencias, generando de tal forma productos y servicios para el 

apoyo a los operadores de justicia. 

 
Artículo 13.- La información y documentación informativa del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 

generada tanto por personal policial como por personal civil, será de acceso mutuo para las dos instituciones: con excepción de 

los informes periciales que sean calificados como reservados y cuya difusión esté prohibida, salvo disposición de autoridad 

judicial competente. 

 
Artículo 14.- El Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses en coordinación con la Dependencia policial 

encargada de la investigación técnica científica de la infracción, deberán proporcionar información preliminar, a las 

dependencias policiales encargadas de la investigación operativa de la infracción; con el fin de apoyar en la investigación 

criminal. 

 
Artículo 15.- El Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, a través de la Coordinación de Métodos y Protocolos 

coordinará con la o el servidor policial directivo al mando de la Dependencia encargada 
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de la investigación técnica científica de la infracción, la elaboración de las herramientas metodológicas en torno a la gestión 

pericial. 

 
Artículo 16.- El Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses coordinará con la o el servidor policial directivo al 

mando de la Dependencia encargada de la investigación técnica científica de la infracción, la creación de los usuarios de los 

sistemas de identificación biométrico y balístico para la prestación del servicio pericial cuando corresponda. 

 
Artículo 17.- Se designarán delegados del Servicio Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y de la Policía Nacional del 

Ecuador, para la elaboración del Manual de Identidad Visual Integral Forense, el mismo que estará sujeto a las políticas 

institucionales, con el objetivo de unificar y consolidar la información con inclusión de todos los actores relacionados en la 

actividad técnico científica forense. 

 



Artículo 18.- A fin de optimizar la gestión institucional, se propenderá a articular un trabajo en equipo, donde prime la 

colaboración y participación proactiva, entre técnicos policiales y civiles; con el compromiso de alimentación y 

retroalimentación de los conocimientos y capacitación mutua. 

 
DISPOSICIÓN GENERAL ÚNICA.- La ejecución del presente Protocolo será responsabilidad del Servicio Nacional de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses y de la Dependencia encargada de la investigación técnico científica de la infracción de la 

Policía Nacional del Ecuador. 

 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.- Cualquier normativa o instrumento de igual o menor jerarquía que se 

contraponga al presente protocolo, queda expresamente derogado. 
 
DISPOSICIÓN FINAL.- El presente Protocolo entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, sin perjuicio de su 

publicación en el Registro Oficial. 

 
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. 

 
Dado en el Despacho de la Ministra de Gobierno, en Quito, DM., a 15 de noviembre de 2019. 

 
f.) María Paula Romo Rodríguez, Ministra de Gobierno. 

 
MINISTERIO DEL INTERIOR.- Certifico que el presente documento es fiel copia del original que reposa en el archivo de la 

Unidad de Gestión Documental y A. de este Ministerio al cual me remito en caso necesario.- Quito, a 02 de enero de 2020.- f.) 

Ilegible, Secretaría General. 

 
No. 032 - 19 

 
Guido Esteban Macchiavello Almeida MINISTRO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA 

 
Isabel Maldonado Vasco  

SECRETARIA TÉCNICA DEL PLAN  
TODA UNA VIDA 

 
Considerando: 

 
Que, el numeral 2 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que: “nadie podrá ser discriminado 

entre otras razones por motivos de discapacidad y que el Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la 

igualdad real a favor de los titulares de derechos que se encuentre en situación de desigualdad”; 
 
Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “Las personas adultas mayores, niñas, niños y 

adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de 

enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y 

privado.” 
 
Que, el numeral 4 del artículo 16 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “Todas las personas, en forma 

individual o colectiva, tienen derecho a: (…) 4. El acceso y uso de todas las formas de comunicación visual, auditiva, sensorial 

y a otras que permitan la inclusión de personas con discapacidad. (…).”. 
 
Que, el artículo 30 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: “(…) las personas tienen derecho a un hábitat 

seguro y saludable y a una vivienda adecuada y digna, con independencia de su situación social y económica (…).”; 
 
Que, el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “Las personas adultas mayores, niñas, niños y 

adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de 

enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y 

privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y 

sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en 

condición de doble vulnerabilidad.”; 
 
Que, el numeral 7 del artículo 37 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que: “El Estado garantizará a las 

personas adultas mayores los siguientes derechos:  
(…) 7. El acceso a una vivienda que asegure una vida digna, con respeto a su opinión y consentimiento.”; 
 
Que, los numerales 1 y 6 del artículo 47 de la Constitución establecen que: “El Estado garantizará políticas de prevención de 

las discapacidades y, de manera conjunta 
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con la sociedad y la familia, procurará la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad y su integración 

social. 
 
Se reconoce a las personas con discapacidad, los derechos a: 
 
1. La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud para sus necesidades 

específicas, que incluirá la provisión de medicamentos de forma gratuita, en particular para aquellas personas que requieran 

tratamiento de por vida. 
 
(…) 6. Una vivienda adecuada, con facilidades de acceso y condiciones necesarias para atender su discapacidad y para 

procurar el mayor grado de autonomía en su vida cotidiana. Las personas con discapacidad que no puedan ser atendidas por 

sus familiares durante el día, o que no tengan donde residir de forma permanente, dispondrán de centros de acogida para su 

albergue. (…)”; 
 
Que, el numeral 2 del artículo 66 de la Constitución de la República reconoce y garantiza a las personas:  
“(…) 2. El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable, vivienda, saneamiento 

ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura física, vestido, seguridad social y otros servicios sociales 

necesarios.”; 
 
Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador faculta a las ministras y ministros de Estado, 

expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión; 
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador establece el principio de legalidad, según el cual las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúan en virtud 

de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la Ley; 
 
Que, el artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador determina que: “Ninguna servidora ni servidor público está 

exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones o por sus omisiones y serán responsables 

administrativa, civil y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos”; 
 
Que, los  artículos  2 y 3  del  Código Orgánico 
Administrativo,  señalan los principios  de eficacia  y 
eficiencia de las actuaciones administrativas, mismas que se realizan en función del cumplimiento de los fines previstos para 

cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias, aplicando las medidas que faciliten el ejercicio de los derechos 

de las personas; 
 
Que, el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, señala que: “(…) La máxima autoridad administrativa de la correspondiente 

entidad pública ejerce su representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones 

 
jurídicas sujetas a su competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad 

superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley.”; 
 
Que, el artículo 69 del Código Orgánico Administrativo determina que: “Los órganos administrativos pueden delegar el 

ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma administración pública, 

jerárquicamente dependientes (…)”; 
 
Que, el artículo 147 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización dispone respecto del 

ejercicio de la competencia de hábitat y vivienda que: “El Estado en todos los niveles de gobierno garantizará el derecho a un 

hábitat seguro y saludable y una vivienda adecuada y digna, con independencia de la situación social y económica de las 

familias y las personas.” 
 
El gobierno central a través del ministerio responsable dictará las políticas nacionales para garantizar el acceso universal a 

este derecho y mantendrá, en coordinación con los gobiernos autónomos descentralizados municipales, un catastro nacional 

integrado georreferenciado de hábitat y vivienda, como información necesaria para que todos los niveles de gobierno diseñen 

estrategias y programas que integren las relaciones entre vivienda, servicios, espacio y transporte públicos, equipamiento, 

gestión del suelo y de riegos, a partir de los principios de universalidad, equidad, solidaridad e interculturalidad. 
 
Los planes y programas desarrollarán además proyectos de financiamiento para vivienda de interés social y mejoramiento de la 

vivienda precaria, a través de la banca pública y de las instituciones de finanzas populares, con énfasis para las personas de 

escasos recursos económicos y las mujeres jefas de hogar”; 
 
Que, el artículo 85 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial Uso y Gestión de Suelo establece como Vivienda de Interés 

Social a “(…) la vivienda adecuada y digna destinada a los grupos de atención prioritaria y a la población en situación de 

pobreza o vulnerabilidad, en especial la que pertenece a los pueblos indígenas, afroecuatorianos y montubios. La definición de 



la población beneficiaría de vivienda de interés social así como los parámetros y procedimientos que regulen su acceso, 

financiamiento y construcción serán determinados en base a lo establecido por el órgano rector nacional en materia de hábitat 

y vivienda en coordinación con el ente rector de inclusión económica y social.(…)”; 
 
Que, el artículo 90 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial Uso y Gestión de Suelo establece “Rectoría.-La facultad 

para la definición y emisión de las políticas nacionales de hábitat, vivienda, asentamientos humanos y el desarrollo urbano, le 

corresponde al Gobierno Central, que la ejercerá a través del ente rector de hábitat y vivienda, en calidad de autoridad 

nacional. Las políticas de hábitat comprenden lo relativo a los lineamientos nacionales para el desarrollo urbano que incluye el 

uso y la gestión del suelo”; 
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Que, el artículo 16 de la Ley Orgánica de Discapacidades  
establece que: “El Estado a través de sus organismos 
y  entidades reconoce  y garantiza  a  las  personas 
con discapacidad el pleno ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución de la República, los tratados, instrumentos 

internacionales v esta Ley, y su aplicación directa por parte de las o los funcionarios públicos, administrativos o judiciales, de 

oficio o a petición de parte: así como también por parte de las personas naturales o jurídicas privadas. 
 
Se reconoce los derechos establecidos en esta Ley en lo que les sea aplicable a las personas con deficiencia o condición 

discapacitante; y a los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, cónyuge, pareja en unión de 

hecho o representante legal que tengan bajo su responsabilidad y/o cuidado de una persona con discapacidad.”; 
 
Que, el artículo 56 de la Ley Orgánica de Discapacidades señala: “Derecho a la vivienda.- Las personas con discapacidad 

tienen derecho a una vivienda digna y adecuada a sus necesidades, con las facilidades de acceso y condiciones que les permitan 

procurar su mayor grado de autonomía. (…)” 
 
Que, con Decreto Ejecutivo No. 3 publicado en el Registro Oficial No. 1 del 11 de agosto de 1992, se crea el Ministerio de 

Desarrollo Urbano y Vivienda; 
 
Que, al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde definir y emitir las políticas públicas de hábitat, vivienda, 

asentamientos humanos y desarrollo urbano, a través de las facultades de rectoría, planificación, regulación, control y gestión, de 

acuerdo con lo dispuesto en los artículos 154 numeral 1, 226, 261 numeral 6, y 375 numerales 1, 2, 3, 4 y 5 inciso final de la 

Constitución de la República, artículos 113, 114,115 y 116 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización y artículo 90 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo; 
 
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, se designa al arquitecto Guido Esteban Macchiavello Almeida, 

Ministro de Desarrollo Urbano y Vivienda; 
 
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 7 de 24 de mayo de 2017, el Presidente Constitucional, Lic. Lenin Moreno Garcés dispuso 

que: “El Ministerio de Coordinación de Desarrollo Social se transforme en la Secretaría Técnica del “Plan Toda una Vida”; 
 
Que, el Decreto Ejecutivo No. 11 de 25 de mayo de 2017, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 16 de 

16 de junio de 2017, en el artículo 4 dispone:  
“(…) Créase la Secretaría Técnica del Plan “Toda una Vida”, adscrita a la Presidencia de la República, encargada de le 

ejecución de la misión “Las Manuelas” y la coordinación para la implementación de la “Misión Toda una Vida”; 
 
Que, mediante Acuerdo Ministerial No. DM-STPTUV-001-2018 de 15 de enero de 2018, publicado en 

 
el Edición Especial del Registro Oficial No. 332 de 7 de marzo de 2018, se expidió el Estatuto Orgánico de Gestión 

Organizacional por Procesos de la Secretaría Técnica del Plan “Toda una Vida”, en el cual se establece: 
 
“Artículo 4.- Objetivos Estratégicos:“(…) Implementar la política de atención integral de las personas con discapacidad de 

manera efectiva, a fin de lograr la inclusión social y cobertura de la demanda identificada en esta población, mediante un 

modelo que asegure la efectiva derivación y supervisión continua.”; 
 
“Artículo 10.- Estructura Descriptiva: 
 
(…) MISION “LAS MANUELAS” 
 
Misión.- Planificar, coordinar y gestionar las acciones para promover el goce pleno de los derechos de las personas con 

discapacidad; a través de la identificación, coordinación interinstitucional, derivación, monitoreo y promoción de la 

corresponsabilidad; con énfasis en la población en situación de pobreza y vulnerabilidad. 
 
Responsable: Subsecretario/a de la Misión “LAS MANUELAS” 
 



Atribuciones y responsabilidades: 
 
a) Planificar y coordinar la intervención en territorio de la Misión “LAS MANUELAS” para la identificación de personas con 

discapacidad, acorde a la planificación establecida.” 
 
Proponer la Política Sectorial de Vivienda articulada a las políticas de Hábitat y Asentamientos Humanos. Proponer la 

normativa técnica y las regulaciones que normen el sector de vivienda y faciliten el acceso de familias de escasos recursos a 

una vivienda digna. (…)”; 
 
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 447 de 12 de julio de 2018, se designa a la señora Isabel Maldonado Vasco, como 

Secretaria Técnica del Plan “Toda una Vida”; 
 
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 465 de 01 de agosto de 2018, se reformó el Decreto Ejecutivo No.11 de 25 de mayo de 

2017, estableciendo lo siguiente: 
 
“(…) Artículo 4. Créase la Secretaría Técnica del Plan “Toda una Vida”, adscrita a la Presidencia de la República, encargada de la 

coordinación para la implementación del “Plan Toda una Vida”, sus Misiones y Programas. (…) 
 
Artículo 7.- La Secretaría Técnica tendrá las siguientes atribuciones en función de las áreas correspondientes: 
 
a) Diseñar y proponer al Comité, las políticas, estrategias y acciones para garantizar la implementación del “Plan Toda una 

Vida”, sus Misiones y Programas;  

 
b) Coordinar la implementación del “Plan Tocia una Vida”, sus Misiones y Programas con las instituciones involucradas, 

tanto del nivel central como de los  
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gobiernos autónomos descentralizados, asegurando una gestión intersectorial y complementaria; 
 
c) Informar periódicamente al Comité Interinstitucional respecto del monitoreo, evaluación, análisis, grado de avance y 

cumplimiento de los objetivos del “Plan Toda una Vida”;  

 
d) Ejecutar las acciones que permitan la identificación de personas con discapacidad y sus núcleos familiares que se 

encuentran en situación de pobreza y extrema pobreza; estableciendo mecanismos de acompañamiento y seguimiento en la 

atención de sus necesidades; y,  

 
e) Ejecutar las acciones que permitan diseñar en los proyectos de vivienda de interés social del Plan “Toda una Vida”, el 

componente de acompañamiento para la construcción, reconstrucción y fortalecimiento de comunidad. (…)”;  

 
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 681 de 25 de febrero de 2019, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 460 de 3 

de abril de 2019, se expidió el “Reglamento para el acceso a subsidios e incentivos del programa de vivienda de interés social y 

público en el marco de la Intervención Emblemática “Casa para Todos”; 
 
Que, mediante oficio No. STPTV-SMLM-2019-2345-O de 6 de noviembre de 2019, la Subsecretaría de la Misión “Las 

Manuelas” de la Secretaría Técnica Plan Todo una Vida, remitió al Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, el proyecto de 

“Protocolo de Articulación Interinstitucional entre la Secretaría Plan Toda Una Vida y el Ministerio de Desarrollo Urbano y 

Vivienda para el acceso a Servicios Dirigidos a Personas con Discapacidad y sus Familias”, para respectiva revisión y 

aprobación; 
 
Que, mediante oficio No. MIDUVI-SV-2019-0653-O de 08 de noviembre de 2019, la Subsecretaría de Vivienda del Ministerio 

de Desarrollo Urbano y Vivienda, remite a la Subsecretaría de la Misión “Las Manuelas” de la Secretaría Técnica Plan Todo una 

Vida, el proyecto de “Protocolo de Articulación Interinstitucional entre la Secretaría Plan Toda Una Vida y el Ministerio de 

Desarrollo Urbano y Vivienda para el acceso a Servicios Dirigidos a Personas con Discapacidad y sus Familias”, revisado, 

corregido y validado en el ámbito de las atribuciones y competencias del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda; 
 
Que, mediante memorando Nro. STPTV-DAISD-2019-0129-M de 13 de noviembre de 2019 Directora de Articulación Intersectorial de 

Servicios para la Discapaci-dad indica a la Coordinadora de Asesoría Jurídica: “(…) En este sentido, y como es de su conocimiento, se 

han elaborado documentos preliminares con el personal directivo y técnico de cada una de las instituciones vinculadas, dichos 

documentos denominados “PROTOCOLOS DE ARTICULACIÓN INTERINSTITUCIONAL”, tiene la finalidad de plasmar una ruta 

clara de atención oportuna a personas con discapacidad en situación de pobreza y pobreza extrema.(…) la Coordinación de Asesoría 

Jurídica 



y esta Dirección, se estableció la elaboración del proyecto de Acuerdo Interministerial (…); 
 
Que, mediante Memorando Nro. STPTV-CGJ-2019-0808-M de 11 de diciembre de 2019, la Coordinadora de Asesoría Jurídica de la 

Secretaría Técnica del Plan “Toda una Vida” remitió a la Secretaria Técnica del Plan Toda una Vida el criterio respecto a la suscripción 

del presente Instrumento, que en su parte pertinente concluye: “(…) Con las consideraciones anteriores se puede concluir que la 

emisión del Acuerdo Interministerial de aprobación del Protocolo de Articulación Interinstitucional entre el Ministerio de Desarrollo 

Urbano y Vivienda y la Secretaría Técnica del Plan “Toda una Vida” es jurídicamente viable, factible y necesario en razón del 

principio de colaboración entre instituciones públicas, y las competencias de cada una de las instituciones tiene y que se ven 

relacionadas en razón de los planes y programas que lleva a cabo la Secretaría Técnica del Plan “Toda una Vida”.; 

 
En ejercicio de las atribuciones que le confiere el Art. 154 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador; artículos 

47, 69 y 70 del Código Orgánico Administrativo; 
 

Acuerdan: 
 
Artículo 1.- APROBAR el “Protocolo de Articulación Interinstitucional entre la Secretaría Plan Toda Una Vida y el Ministerio 

de Desarrollo Urbano y Vivienda para el acceso a Servicios Dirigidos a Personas con Discapacidad y sus Familias” conforme 

consta en el ANEXO 1 del presente Acuerdo Interministerial. 
 
Artículo 2.- DELEGAR por parte de la Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida a el/la Subsecretaria/o de la Misión “Las 

Manuelas” o su delegado, como servidor encargado de la ejecución y seguimiento del mencionado protocolo conjuntamente con 

el servidor delegado por el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda. 
 
Artículo 3.- DELEGAR por parte del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda al/la Subsecretario/a de Vivienda o su 

delegado, como servidor encargado de la ejecución y seguimiento del mencionado protocolo conjuntamente con el servidor 

delegado por la Secretaría Técnica del Plan Toda una Vida. 
 
DISPOSICIÓN FINAL.- El presente instrumento entrará en vigencia a partir de suscripción sin perjuicio de su publicación en 

el Registro Oficial. 
 
Dado en la ciudad de Quito, 10 de diciembre de 2019. 
 
f.) Arq. Guido Esteban Macchiavello Almeida, Ministro de Desarrollo Urbano y Vivienda. 
 
f.) Sra. Isabel Maldonado Vasco, Secretaria Técnica del Plan Toda una Vida. 
 
MINISTERIO DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA.- Certifico que este documento es fiel copia del original.- 14 de 

enero de 2020.- f.) Ilegible, Documentación y Archivo. 
16 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 17 



18 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 19 



20 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 21 



22 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 23 



24 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 25 



26 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 27 



28 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 29 



30 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 31 



32 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 33 



34 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 35 



36 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 37 



38 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 39 



40 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 41 



42 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 43 



44 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 45 



46 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 47 



48 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 49 



50 – Miércoles 5 de febrero de 2020 Registro Oficial Nº 136 



Registro Oficial Nº 136 Miércoles 5 de febrero de 2020 – 51



 


